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SANCHEZ URIBE, MARIA TERESA Y OTRO C/COLALONGO, MABEL YOLANDA S/COBRO DE SUMAS DE DINERO
Jugado 37     -     R. 578.157     -     Sala G

///nos Aires, junio                  2                     de 2011.

VISTOS Y CONSIDERANDO:

I. Contra la providencia de fs. 388 -mantenida a fs. 404-, en cuanto dispuso que debe practicar nueva liquidación conforme con lo dispuesto por el art. 61 de la ley 21.839 -aplicando la tasa pasiva que publica el Banco Central de la Republica Argentina en relación a sus honorarios-, la Dra. Judith V. Malamud interpuso revocatoria con apelación subsidiaria, planteando la inconstitucionalidad de la norma referida; sus agravios de fs. 389/390 no fueron contestados. A fs. 426/427 luce el dictamen del representante del Ministerio Fiscal ante esta Alzada.
II.  Liminarmente cabe recordar que la declaración de inconstitucionalidad de un precepto de jerarquía legal constituye la más delicada de las funciones susceptibles de encomendarse a un tribunal de justicia y configura un acto de suma gravedad institucional que debe ser considerado como "última ratio" del orden jurídico (conf. C.S.J.N. Fallos 315:923).

Se trata de una atribución que sólo debe utilizarse cuando la repugnancia con la cláusula constitucional sea manifiesta y la incompatibilidad inconciliable (C.S. Fallos 316:2624), y en tanto no exista otro modo de salvaguardar algún derecho o garantía amparado por la Ley Fundamental si no es a costa de remover el obstáculo que representan normas de menor jerarquía (C.S., noviembre 23-1989, Mitivie, Carlos M. c. Estado Argentino -M. de Defensa- Instituto de Ayuda Financiera para Pagos de Retiro y Pensiones Militares, Fallos 312:2315).

Para ello, el interesado en que se declare la invalidez de una ley, debe demostrar claramente de qué manera ésta contraría la Constitución Nacional, causándole de ese modo gravamen y debe probar, además, que ello ocurre en el caso concreto (C.S.J.N. Fallos 310:211; 314:495). 
Estos extremos no pueden considerarse satisfechos cuando -como en la especie- la fundamentación efectuada no reúne los requisitos mínimos que son exigibles en estos casos (C.S.J.N., V.61, "Videla Cuello, Marcelo s/ suc. c/ La Rioja Pcia. de s/ daños y perjuicios", sentencia del 27 de noviembre de 1990).
La interesada sostiene que el art. 61 de la ley 21.839 repugna a la Constitución Nacional por cuanto su aplicación importa violar los arts. 16 , 17 y 14bis; aduce que se pretende retribuir su actividad –estrechamente ligada al crédito de su cliente- por aplicación de la tasa pasiva, lo cual implica convalidar una desigualdad jurídica, en tanto la profesional percibirá su crédito en moneda devaluada, cuando la parte -beneficiaria de su labor- recibirá cantidades que intentan cubrir el costo de la depreciación monetaria por aplicación de la tasa activa (conf. plenario in re “Samudio de Martínez, Ladislaa c/Transportes Doscientos Setenta S.A. s/daños y perjuicios”). 
La inconducencia de los argumentos resulta manifiesta en la medida que se aprecie que la doctrina plenaria de esta Cámara en la causa precedentemente indicada, sólo resulta de aplicación en aquellos supuestos en los cuales la tasa de interés no está determinada por las partes o por disposición legal alguna.
Por lo demás debe destacarse que, si la peticionaria pretende la actualización de su crédito por honorarios, ello resulta improcedente a tenor de la prohibición establecida por la ley 23.928 (arts. 7 y 10), ratificada por ley 25.561 (art. 4); normativa ésta que, por su parte, no fue materia de reproche.
En tal sentido, la Corte Suprema de Justicia de la Nación al dejar sin efecto –por apartarse de la normativa que correspondía al caso- una sentencia que había aplicado la tasa activa que cobra el Banco de la Nación Argentina en sus operaciones de préstamo, a un crédito por honorarios de letrados, expresó que de conformidad con lo dispuesto por el art. 61 de la ley 21.839, modificada por la ley 24.432, los réditos que corresponde reconocer con posterioridad a la entrada en vigencia de la ley de convertibilidad 23.928 deben calcularse según la tasa pasiva promedio que publique el Banco Central de la República Argentina y la ley 25.561, si bien deroga el régimen de convertibilidad impuesto por la ley 23.928, no modifica en lo sustancial los arts. 7 y 10, por lo que se mantiene la prohibición de actualización monetaria, indexación por precios, variación de costos o repotenciación de deudas, cualquiera fuere su causa (Fallos: 328:4507).
Por lo expuesto, corresponde desestimar la pretendida declaración de inconstitucionalidad, y estar a lo oportunamente dispuesto por el a quo en punto a los réditos a los que deberá ajustarse la liquidación respectiva.  

En su mérito, de conformidad con lo dictaminado por el Sr. Fiscal de Cámara, el Tribunal RESUELVE: I. Confirmar la providencia de fs. 388 mantenida a fs. 404. Sin costas por no haber mediado contradicción y la naturaleza de la actuación del citado magistrado. II. Notifíquese en su despacho al representante del Ministerio Fiscal ante esta Alzada. III. Regístrese y devuélvase a la instancia de grado a la que se encomienda la notificación de la presente.
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